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Editorial 


Más allá de las reformas educativas: a propósito de la LOMLOE 


Si de algo se puede acusar a esta nueva ley desde una perspectiva progresista e 
inclusiva de la educación es de ser tibia, de no atreverse a remover la caspa, a 
hacer limpieza a fondo de los males que nos aquejan en materia de educación 
desde hace décadas. Tampoco ahora podrá ser. Pero lo que ponen en evidencia 
las protestas de la derecha ante una ley que sólo modifica algunos aspectos de 
la anterior para remedar los detalles más sangrantes de elitismo y segregación, 
es que estamos ante un país polarizado que sigue utilizando la educación como 
campo de batalla. 


Hay quienes la atacan porque suponen que es una amenaza para su negocio, 
pero lo visten de supuesta lucha por la libertad de elección. Hay quienes 
interpretan de inconstitucional lo que saben que es, en la práctica, poco más que 
limar las aristas a la penosa Ley Wert; a pesar del ruido, bien saben que ninguno 
de los supuestos desastres que anuncian ocurrirá. Hay quienes se dejan llevar 
por la caverna porque esta ley no viene de los suyos. Hay quienes no se atreven 
a criticar la tibieza de los cambios porque esta ley viene de su bando. Y entre 
unos y otros, una ley modesta hasta en el nombre. 


Desde estas páginas siempre hemos defendido el derecho a la educación de 
calidad para todos y todas, sin excepciones, pública, cooperativa, integradora, 
inclusiva y libre. Así seguimos. Y por eso, nos parecía necesario abrir un espacio 
para reflexionar desde esos valores sobre lo que tiene y lo que le falta a esta 
octava ley de educación de la democracia. Hemos invitado a algunos amigos y 
amigas para que, desde los problemas y necesidades de sus diferentes ámbitos 
de actuación educativa, analicen lo que esperan de esta ley y lo que aún 
tendremos que seguir luchando. 


Y como siempre, a nuestro espacio para la reflexión, le acompañan las voces y 
acciones que se emprenden desde nuestros barrios porque, aunque sigamos en 
pandemia, no podemos permanecer en silencio. Buena lectura. 
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La LOMLOE: ¿un avance 
hacia la inclusión educativa? 


Jesús Rogero García" 
Profesor UAM 
José Miguel Martín Fernández* 


Maestro de Educación Primaria 


La LOMLOE ha traído consigo múltiples reacciones a favor y en contra, pero es infrecuente 
encontrar en ellas de forma transparente el diagnóstico del que parten y sus presupuestos 
ideológicos, es decir, el modelo de sociedad al que aspiran. Nosotros tomamos como 
referencia una sociedad que persigue, de forma prioritaria, lograr altos niveles de equidad 
social y educativa garantizando el derecho a una educación inclusiva y de calidad para toda 
la población sin excepción. 


Esta aspiración se fundamenta jurídicamente en la Constitución Española, la Convención 
sobre los Derechos del Niño y la Convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad, ambas proclamadas por Naciones Unidas y ratificadas por el Estado español. 
De acuerdo con ellas, todas las personas tienen derecho a educarse en escuelas comunes y 
a recibir en estas los apoyos y ajustes razonables que necesiten. También partimos de un 
planteamiento claro respecto a la libertad educativa, que consideramos irrenunciable y a 
nuestro juicio consiste en que el origen y el contexto social de la niña y el niño no restrinjan 
sus opciones vitales. Es función ineludible del sistema educativo promover contextos 
educativos adecuados y con recursos suficientes para todo el alumnado, así como eliminar 
las barreras económicas, sociales y culturales en el acceso a los centros, garantizando la 
libertad de pensamiento. 


En relación con nuestro diagnóstico, existe una abrumadora evidencia empírica de que los 
principales problemas de nuestra educación son, primero, que demasiados niños y niñas no 
alcanzan los objetivos básicos; segundo, que existen barreras, y por tanto discriminación, en 
el acceso y la permanencia en los centros ordinarios; y tercero, que estos procesos se 
manifiestan de forma particularmente intensa entre la infancia más vulnerable. El sistema 
educativo español tiene un grave problema de segregación, exclusión e inequidad que afecta 
no solo a la calidad de nuestra educación, sino a la de nuestra sociedad en su conjunto. La 
raíz de estas deficiencias está en una arquitectura del sistema que posibilita y, en ocasiones, 
potencia de forma sistemática la vulneración del derecho a la educación. 


Nuestra valoración de la LOMLOE, por tanto, dependerá de en qué medida consideramos que 
será capaz de combatir estos problemas. Sin embargo, somos conscientes de que la 
capacidad para cambiar la realidad de una Ley Orgánica dependerá de los Reales Decretos 
de desarrollo y, en todo caso, siempre será limitada en un Estado en el que la competencia 
educativa reside en las propias Comunidades Autónomas. 


“Grupo promotor de la ILA por una escolarización inclusiva 
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Medidas contra la segregación y la inequidad 


Un aspecto clave de la Ley es que trata de dar prioridad al 
derecho a la educación sobre otros intereses privados de 
carácter económico e ideológico e incluye el enfoque de 
derechos de la infancia entre los principios rectores del 
sistema. En coherencia con ellos, se indica que "las 
Administraciones públicas garantizarán el derecho a la 
educación, el acceso en condiciones de igualdad y no 
discriminación y la libertad de elección de centro por 
padres, madres o tutores legales y atenderán a una 
adecuada y equilibrada distribución entre los centros 
escolares del alumnado con necesidad específica de apoyo 
educativo. Asimismo, velarán para evitar la segregación del 
alumnado por razones socioeconómicas o de. otra 
naturaleza”. Esta declaración de principios, irrenunciable 
desde la perspectiva de un sistema educativo plenamente 
democrático y alineado con la legislación de rango superior, 
condensa las cuestiones que más ruido han generado durante la tramitación de la Ley. 


Las barreras económicas de acceso a los centros 


La LOMLOE establece medidas para reducir los privilegios que detentan algunos grupos 
sociales en la educación sostenida con fondos públicos. Entre ellas, algunas dirigidas 
a mitigar las barreras económicas de acceso a los centros que suponen una 
discriminación por motivos socioeconómicos. A lo establecido en el artículo 88 que prohibía 
a los centros imponer aportaciones económicas, 
se añade lo siguiente: “Las actividades 
complementarias que se consideren necesarias 
para el desarrollo del currículo deberán 
programarse y realizarse de forma que no 
supongan discriminación por motivos 
económicos. Las actividades complementarias 
que tengan carácter estable no podrán formar 
parte del horario escolar del centro (artículo 
88.1)”, y “se establecerán medidas para que la 
situación socioeconómica del alumnado no 
suponga una barrera para el acceso a las 
actividades complementarias y los servicios 
escolares. Las Administraciones educativas 
supervisarán el cumplimiento por parte de los 
centros educativos del presente artículo (artículo . 
88.2)”. Estos añadidos son un aspecto positivo, pero es ineludible un desarrollo legislativo 
que defina y asegure: 


e Instrumentos eficaces de supervisión a los centros. 
e Sanciones concretas en aquellos casos en los que se vulnere la Ley, que deben 
incorporar la retirada de conciertos. 


La Ley muestra de forma implícita la voluntad de incrementar la financiación de los 
centros concertados para que garanticen la gratuidad de la educación, un planteamiento 
que asume que en la actualidad no reciben suficiente dinero para ello. Con este fin, se 
establece la creación de “una comisión, en la que participarán las organizaciones 
empresariales y sindicales más representativas en el ámbito de la enseñanza privada 
concertada, para el estudio de la cuantía de los módulos de concierto que valore el coste 


Es Rescoldos. Revista de Diálogo Social. 2021 (42). 


total de la impartición de las enseñanzas en condiciones de gratuidad”. Al respecto, 
consideramos necesarias dos medidas: 


e Establecer una nueva financiación de la educación privada concertada solo cuando se 
aseguren los procesos necesarios para garantizar el derecho a la educación en todos 
los centros sostenidos con fondos públicos. 

e Incorporar a esta comisión la participación de otros agentes, en particular aquellos 
representantes de la administración, las familias y los sindicatos de la enseñanza 
pública, red que sí presta sus servicios en las condiciones que se pretenden alcanzar 
para los centros privados concertados. 


La promoción de la escuela pública 


La LOMLOE incorpora cambios significativos para promover 
la escuela de titularidad pública, pero mantiene elementos 
de la LOMCE que suponen un claro retroceso. En la nueva 
Ley se indica que las Administraciones “programarán la 
oferta educativa de modo que garanticen la existencia de 
plazas públicas suficientes, especialmente en zonas de 
nueva población” (artículo 109.1 y 109.2), así como 
“promoverán un ¡incremento progresivo de puestos 
escolares en la red de centros de titularidad pública” 
(artículo 109.5). Al mismo tiempo, se elimina la alusión de 
la LOMCE a la “demanda social” como elemento de 
referencia para la programación y se añade el fomento de 
la escolarización de proximidad como criterio de 
preferencia para establecer conciertos (artículo 116.2). No 
obstante, resulta un error incomprensible que la LOMLOE 
haya mantenido el añadido de la LOMCE que amplió 
la duración mínima de los conciertos, fijándola en 6 años para Primaria y en 4 años para 
el resto, porque coloca a la red pública en una posición de mayor vulnerabilidad ante el cierre 
de unidades en eventuales escenarios de descenso de la demanda escolar. 


La promoción de los centros de titularidad pública es un imperativo desde el punto de vista 
democrático y de la equidad educativa. Sin embargo, la ley no establece medidas concretas 
para avanzar de manera efectiva hacia una mayor presencia de estos centros, 
particularmente en aquellas regiones que han manifestado su oposición frontal a la LOMLOE. 
El problema de segregación que sufre nuestro sistema educativo muestra la ineficacia de 
la normativa sobre conciertos educativos (LODE 1985 y RD. 2377/85 Reglamento de 
normas básicas sobre Conciertos Educativos) que fija los requisitos y el control de los mismos 
desde hace décadas y evidencia la necesidad de un marco estatal mucho más exigente, así 
como unos mecanismos más eficientes para sancionar los incumplimientos. 


Por estas razones, observamos necesario incorporar las siguientes medidas: 


e Fijar a nivel estatal un nuevo reglamento de conciertos educativos mucho más 
riguroso con el fin de asegurar que la financiación pública se destine a garantizar el 
derecho a la educación y no a promover prácticas excluyentes y segregadoras que lo 
conculcan, y por el que se creen mecanismos de fiscalización, sanción y, en su caso, 
rescisión de los conciertos de forma unilateral. Ejemplos como el blindaje de los 
conciertos durante diez años, como es intención del gobierno de la Comunidad de 
Madrid, en la práctica supone que en escenarios de descenso de la natalidad y, por 
tanto, de descenso de la demanda escolar, las unidades que se cerrarán 
prioritariamente serán las de la educación pública. 
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e Establecer y promover un proceso claro y transparente por el cual los centros 
concertados que lo deseen y cumplan una serie de requisitos puedan transformarse 
en centros públicos en todo el estado. 


La segregación escolar 


La Ley incorpora medidas para evitar y/o corregir 
la segregación del alumnado. Al artículo 84 de la 
LOMCE se añade que “se dispondrán las medidas 
necesarias para evitar la segregación del 
alumnado por motivos socioeconómicos o de otra 
naturaleza” y que “en ningún caso habrá 
discriminación por discapacidad, edad, 
enfermedad, orientación sexual o identidad de 
género”. La LOMCE no  explicitaba estas 
condiciones de forma expresa, aunque ambas 
normas sí comparten la alusión a. la 
discriminación “por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social”. 


Asimismo, la LOMLOE elimina la parte de la LOMCE que indicaba que “no constituye 
discriminación la admisión de alumnos y alumnas o la organización de la enseñanza 
diferenciadas por sexos”, y que “En ningún caso la elección de la educación diferenciada 
por sexos podrá implicar para las familias, alumnos y alumnas y centros correspondientes 
un trato menos favorable, ni una desventaja, a la hora de suscribir conciertos”. Esta 
formulación de la LOMCE respondía a las demandas de grupos ultracatólicos y resultaba 
incompatible con la no discriminación, la coeducación y la persecución de una educación 
inclusiva y de calidad, y no tenía cabida en una sociedad moderna y democrática. 


Por primera vez se plantean medidas para evitar la segregación socioeconómica y 
promover una adecuada y equilibrada escolarización del alumnado con necesidad específica 
de apoyo educativo (artículo 87.1). “Para ello, establecerán una proporción equilibrada del 
alumnado con necesidad específica de apoyo educativo que deba ser escolarizado en cada 
uno de los centros públicos y privados concertados y garantizarán los recursos personales y 
económicos necesarios a los centros para ofrecer dicho apoyo”. Asimismo, se adoptarán 
medidas cuando se concentre una elevada proporción de alumnado de tales características 
en un centro educativo que irán dirigidas a garantizar el derecho a la educación en 
condiciones de igualdad de todos los alumnos y alumnas. 


Como novedad, se reservarán plazas para el alumnado con necesidad específica de 
apoyo educativo hasta el final del período de preinscripción y matrículas, que se podrán 
mantener hasta el inicio del curso escolar. Asimismo, se autorizará (hasta este momento, no 
era obligatoria esta autorización) un incremento de hasta un diez por ciento del número 
máximo de alumnos y alumnas por aula en los centros públicos y privados concertados, bien 
para atender necesidades inmediatas de escolarización del alumnado de incorporación tardía, 
traslado familiar o acogimiento (artículo 87.2). Estas medidas son necesarias para frenar los 
efectos de la “matrícula viva” en la concentración de alumnado vulnerable que se han 
demostrado empíricamente. Como en otras cuestiones, el detalle deberá desarrollarse en 
normas venideras: cuántas plazas se reservarán, cómo se decidirá a qué centros irá este 
alumnado, etc. 


Por otro lado, en relación con la normativa de admisión, la LOMLOE incorpora la intención de 
que las áreas de escolarización o influencia se determinen “de modo que permitan 
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garantizar la aplicación efectiva de los criterios prioritarios de proximidad al domicilio y 
cubran en lo posible una población socialmente heterogénea” (artículo 86.1). 


Estas novedades constituyen un avance indudable, pero dejan en el aire algunas cuestiones 
fundamentales que pueden provocar que las intenciones queden en un brindis al sol. Por ello 
consideramos necesario avanzar en las siguientes cuestiones: 


. Especificar por ley qué es una escolarización equilibrada. 

e Concretar las medidas y los recursos que irán destinados a los centros cuando exista 
una concentración excesiva de alumnado vulnerable. 

+. Definir los criterios para el diseño de las áreas de influencia. 


Si estos aspectos no alcanzan mayor concreción, aquellos gobiernos regionales que no crean 
en la lucha contra la segregación escolar podrán seguir haciendo dejadez de funciones, tal y 
como ha sucedido en el pasado a pesar de que la propia LOMCE y las normas anteriores 
expresaban la necesidad de perseguir la mencionada “distribución equilibrada” de este 
alumnado. 


De forma significativa, se añade que “En ningún caso las características propias de un centro 
o de su oferta educativa, tales como las derivadas del hecho de que el centro imparta 
enseñanzas plurilingúes, de que hubiera tenido reconocida una especialización curricular o 
hubiera participado en una acción destinada a fomentar la calidad, podrán suponer 
modificación de los criterios de admisión” (artículo 86.1). Queda por conocer cuáles son las 
implicaciones prácticas de estos añadidos. Por otro lado, la Ley no pone coto a la segregación 
académica que se produce dentro de los centros, como la que se practica de forma habitual 
en los institutos con programa bilingúe de algunas comunidades autónomas. 


En relación con las comisiones u órganos de garantías 
de admisión, la LOMLOE mantiene la laxitud de la LOMCE 
al indicar que “podrán” constituirse. Como novedad, estas 
comisiones supervisarán especialmente las normas 
“relativas a evitar la segregación del alumnado por motivos 
socioeconómicos o de otra naturaleza, y propondrán a las 
Administraciones educativas las medidas que estimen 
adecuadas” y velarán de forma particular “por la presencia 
equilibrada del alumnado con necesidad específica de 
apoyo educativo o que se encuentre en situación 
socioeconómica desfavorecida entre los centros sostenidos 
con fondos públicos de su ámbito de actuación” (artículo 
86.2). La composición de estos órganos no varía 
sustancialmente respecto a lo anterior. Si bien estas 
modificaciones son positivas, resulta decepcionante que se 
deje abierta la posibilidad de no crear estos órganos. En 
cualquier caso, entendemos que será necesario desarrollar 
una norma que regule y concrete su composición y 
funcionamiento. A nuestro juicio, los desarrollos de esta 
Ley deberían incorporar las siguientes medidas: 


e Establecer un diseño transparente de la oferta educativa. Ello implica fijar criterios 
claros y comunes para el cierre y apertura de aulas de un curso para el siguiente. 

. Diseñar la oferta educativa bajo criterios de equidad y con el objetivo de lograr una 
distribución equilibrada del alumnado. Para ello, es necesario evitar el cierre de aulas 
en los centros más inclusivos, que serán aquellos que contengan un mayor porcentaje 
de alumnado vulnerable. 

e Diseñar una oferta unificada para centros sostenidos con fondos públicos. 
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Establecer un porcentaje máximo de alumnado vulnerable por centro para todo el estado, 
así como un plazo para reducirlo a través de medidas contra la segregación. 


La equidad en la distribución de recursos 


La Ley establece que las Administraciones educativas adoptarán las medidas necesarias para 
actuar de forma preventiva con el alumnado en situación de vulnerabilidad socioeducativa 
con objeto de favorecer su éxito escolar (artículo 81.1). Por primera vez, se indica 
expresamente que “En aquellos centros escolares, zonas geográficas o entornos sociales en 
los cuales exista concentración de alumnado en situación de vulnerabilidad socioeducativa, 
las Administraciones educativas desarrollarán iniciativas para compensar esta situación” 
(Artículo 81.2). De nuevo la norma deja al arbitrio de las administraciones territoriales las 
normas concretas y, por tanto, también su efectividad en la lucha contra las desigualdades 
educativas. Desde nuestro punto de vista debería priorizarse el aumento de recursos 
docentes en los propios centros durante el horario lectivo, en lugar de externalizar programas 
destinados a este fin. 


¿Un nuevo paradigma de atención a la diversidad basado 
en la accesibilidad universal? 


La LOMLOE afirma con mucha razón que los conceptos de calidad y equidad son indisociables 
si queremos garantizar el derecho a la educación de toda la población. Sin embargo, esta 
afirmación debería desembocar de forma mucho más ambiciosa en un nuevo paradigma de 
atención a la diversidad que supere la dualidad de un modelo pensado para el alumnado 
estándar pero aderezado con ciertas adaptaciones para el alumnado denominado 
eufemísticamente “con necesidades”. En nuestra opinión, se necesita un sistema diseñado 
para todas las personas desde el principio, con una apuesta mucho más clara por la 
accesibilidad universal desde su propio diseño y en todas sus facetas: gratuidad real de la 
educación, accesibilidad física, accesibilidad cognitiva y la eliminación de cualquier elemento 
que pueda suponer una barrera para el acceso, para la convivencia o para el aprendizaje de 
cualquier persona en las aulas comunes. 


Confundir la educación inclusiva, que es 
un derecho reconocido por España desde 
2008, con un "principio fundamental” (art.4.3) 
es un error conceptual que genera demasiadas 
contradicciones internas en la redacción de la 
Ley y da lugar a incoherencias como someter la 
aplicación del Diseño Universal para el 
Aprendizaje (DUA) solo a las ocasiones en las 
que "tal diversidad lo requiera” (art.4.3). Esto 
demuestra que se sigue asimilando diversidad a 
excepcionalidad y que no se comprende bien que 
el DUA es un planteamiento general que busca 
la accesibilidad de todas las personas desde la 
propia fase de planificación de la enseñanza. Recordemos que el DUA se basa en enriquecer 
y diversificar siempre de antemano los canales de presentación de los contenidos, los modos 
de interactuar con las actividades y los mecanismos a través de los cuales las personas se 
motivan y comprometen con las tareas para facilitar el aprendizaje de toda la diversidad del 
alumnado en una misma situación didáctica. En el mismo sentido, todas las alusiones a la 
inclusión educativa, a la eliminación de barreras y a la provisión de ajustes razonables que 
se hacen en el articulado, siendo positivas, quedan en el alero porque no se han enmarcado 
en la definición clara del derecho a la educación inclusiva, es decir, el derecho de todas las 
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personas a educarse en aulas comunes contando con todos los ajustes y recursos necesarios 
y, por ende, la obligación de las administraciones a garantizarlo. 


Como aspecto positivo, el artículo 6 el texto realiza una declaración muy acertada cuando 
señala que el currículo “en ningún caso podrá suponer una barrera que genere abandono 
escolar, o impida el acceso y disfrute del derecho a la educación”, pero no apunta cómo se 
debe conseguir este modelo de currículo accesible para todos, con lo que de nuevo deja 
una cuestión de importancia nuclear abierta y al albur de los Reales Decretos venideros y de 
las futuras normativas regionales. No obstante, la desaparición de los estándares de 
aprendizaje como elemento constitutivo del currículo es un hecho muy destacable y sí supone 
una claro avance hacia un currículo más personalizado huyendo de planteamientos 
curriculares cerrados y homogeneizadores. Para favorecer la inclusión y la equidad es 
imprescindible que las subsiguientes normas de desarrollo curricular establecieran un 
currículo más flexible, centrado en las competencias, basado en los principios del Diseño 
Universal para el Aprendizaje y con margen para que los centros educativos puedan 
concretarlo y aplicar planes educativos lo más personalizados posible. 


También es una buena noticia que la nueva ley reconozca como referentes de evaluación 
para el alumnado con necesidades educativas especiales sus adaptaciones curriculares 
individuales (ACI) sin que esto pueda impedirles promocionar o titular como sucedía hasta 
ahora de forma absolutamente injustificable. Sabemos que si alcanzásemos un currículo 
realmente personalizado para todo el alumnado las ACI no serían tan necesarias, pero en la 
situación actual la eliminación de la barrera administrativa que impide titular con una ACI 
favorecerá el acceso al mercado laboral y la continuidad en los estudios de muchas personas 
que hasta ahora veían truncado su camino a pesar de haber superado los requisitos que les 
fijaba la administración. Por su parte, el artículo 74 vuelve a poner de manifiesto las 
contradicciones de esta norma con respecto a la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad y todos los informes de la ONU, porque sigue perpetuando un 
sistema de educación especial para algunas 
personas separándolas del sistema general. 


En cuanto al proceso de valoración de las 
necesidades, la LOMLOE debería haber 
establecido de forma mucho más clara 
una cláusula de no rechazo del alumnado con 
necesidades educativas especiales por parte del 
sistema educativo ordinario como prescriben los 
informes de la ONU. En cambio, utiliza una 
fórmula más ambigua cuando dice que “serán 
preceptivamente oídos e informados los padres, 
madres o tutores legales del alumnado. Las 
Administraciones educativas regularán los 
procedimientos que permitan resolver las 
discrepancias que puedan surgir, siempre teniendo en cuenta el interés superior del menor 
y la voluntad de las familias que muestren su preferencia por el régimen más inclusivo” 
(artículo 74.2). En este punto es muy importante señalar que la opinión de las familias y su 
decisión sobre el régimen de escolarización de su hijo o hija siempre estarán condicionadas 
por los recursos de los que disponga en la práctica el centro ordinario, así como por la 
disposición del centro a acogerlos. Por ello, hablar de libre elección es una falacia si no se 
dota a los centros ordinarios de los recursos adecuados, algo absolutamente imperativo ya 
que la denegación de ajustes razonables en la escuela común constituye un delito. 


En distintos puntos de la Ley se habla de ajustes de la ratio en función de las necesidades 
de los centros para atender a la diversidad, algo que aplaudimos. No obstante, este ajuste 
ponderado necesita mayor concreción y habría que sumarle otro descenso lineal generalizado 
que no se produce en esta Ley. Así mismo, hay que matizar que para alcanzar una educación 
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inclusiva de calidad no solo es necesario reducir el número de alumnos y alumnas en cada 
aula, sino también aumentar el número de docentes que puede atender a un aula de forma 
simultánea facilitando el mayor número de horas posible prácticas tan eficaces para la 
inclusión como la docencia compartida. En este sentido, es muy positivo que la Ley establezca 
mecanismos de apoyo y que lo haga de forma prescriptiva, pero por el momento no define 
recursos concretos. Si una norma posterior no establece unos mínimos, el ajuste de ratios y 
otros mecanismos podrían realizarse de forma insuficiente por las Comunidades Autónomas 
o, sencillamente, no producirse. 


La disposición adicional cuarta establece que se desarrollará un plan “(...) para que, en el 
plazo de diez años (...) los centros ordinarios cuenten con los recursos necesarios para poder 
atender en las mejores condiciones al alumnado con discapacidad. Las Administraciones 
educativas continuarán prestando el apoyo necesario a los centros de educación especial 
para que estos, además de escolarizar a los alumnos y alumnas que requieran una atención 
muy especializada, desempeñen la función de centros de referencia y apoyo para los centros 
ordinarios”. En definitiva, la disposición adicional cuarta señala el camino correcto como ya 
lo hiciera la Declaración de Salamanca de 1994 o el Real Decreto 696 de 1995, pero sigue 
sin avanzar. 


Por todo ello, pensamos que la Ley debería haber incluido las siguientes medidas: 


e Una referencia clara e inequívoca a la educación inclusiva de todas las personas como 
un derecho, y no como un principio, según está contemplado en el artículo 24 de la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

e Una cláusula de no rechazo clara que evite la segregación directa del alumnado que 
es obligado a abandonar el sistema general de educación en contra de su derecho y 
de la opinión de sus familias. 

+ Los elementos básicos y la dotación mínima del plan estatal de educación inclusiva 
que aborde la transformación profunda del sistema educativo en términos de diseño 
universal. Este plan debe establecer una dotación de recursos suficiente para la 
atención temprana, la formación del profesorado, el diseño curricular flexible y 
personalizado, la accesibilidad en todas sus vertientes, la dotación de plantillas 
multidisciplinares y la transición a la vida independiente como aspectos prioritarios. 


Dudas en torno a la financiación 


En relación con los recursos, la Ley prevé alcanzar 
LA ED ACIÓN un mínimo de inversión del 5% del Producto Interior 
Bruto en un plazo de dos años desde su aprobación 
SOHO (artículo 155 y disposición adicional octava). Este 
compromiso, si bien resulta una mejora en relación 
con la financiación precedente, resulta insuficiente 
porque fija los recursos del sistema en función de un 
indicador independiente de los objetivos reales de 
inversión, es decir, sin tener en cuenta los recursos 
que necesita cada estudiante para que se garantice 
su derecho a una educación de calidad. Desde 
nuestro punto de vista, sería necesario: 


. Establecer una financiación mínima por 
estudiante, junto con otros indicadores de suelo de recursos (como la ratio máxima 
de alumnos por docente). Ello contribuiría a la tan necesaria corrección de las 
diferencias territoriales en financiación educativa. 
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e Definir plazos máximos para que todo el alumnado alcance los recursos fijados en el 
punto anterior. 


Conclusiones 


La LOMLOE supone un avance en el camino hacia la garantía del derecho a la educación 
inclusiva. No obstante, hay aspectos preocupantes que reducen nuestro optimismo: 


1. En relación con la segregación escolar se revierten algunos de los aspectos más 
dañinos de la LOMCE, pero se echan en falta medidas específicas que materialicen la 
reducción de la concentración de alumnado según origen socioeconómico. 

2. Se abordan algunas de las incongruencias y efectos perversos de la financiación 
pública de la educación privada, pero falta contundencia y ambición para ampliar y 
mejorar la escuela de titularidad pública. 

3. Por primera vez una Ley Orgánica educativa reconoce la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad como normativa de rango superior, pero 
no termina de alinearse totalmente ni con su espíritu, ni con sus prescripciones más 
directas; así como tampoco resuelve decididamente las recomendaciones del informe 
de la ONU que condenó a España en 2018 por mantener un sistema educativo paralelo 
y segregador para las personas con discapacidad. La LOMLOE sigue anclada en un 
modelo de atención a la diversidad fundamentado en el paradigma de la integración 
y, aunque abre algunas puertas, no alcanza plenamente el paradigma de la inclusión 
basado en la accesibilidad universal. En nuestra opinión, se ha perdido la oportunidad 
de incluir en el texto de la Ley un plan estatal de educación inclusiva sólido. 

4. Finalmente, la Ley deja abierta en exceso una de las principales cuestiones: definir 
los mecanismos institucionales y los recursos necesarios para garantizar que la norma 
se cumpla en todo el territorio nacional, tanto a través de medios suficientes como 
evitando la dejación de funciones de las Comunidades Autónomas o de los gobiernos 
centrales venideros. 


En síntesis, se trata de una norma necesaria porque abre puertas en cuestiones 
fundamentales que no se habían abordado. Sin embargo, en demasiadas ocasiones se queda 
en el umbral cuando debería haberlo atravesado, lo que ofrece un escenario de incertidumbre 
sobre sus efectos. En estas circunstancias comienza un periodo político decisivo que debería 
dar paso a un sistema educativo de mayor calidad, equidad y justicia social. 
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La formación profesional 
para el 2021. Breve estado de 
trabajo la cuestión 

empleabilidad Luis A. Cerrón Jorge 


flexibilidad Profesor de Intervención Sociocomunitaria. 
Fuenlabrada 


El diseño de la “nueva” Formación Profesional 


Aparentemente la Formación Profesional (FP) está en plena ebullición, con un Plan 
Estratégico para el periodo 2019 - 2022[1], interrumpido por la pandemia y relanzado en el 
mes de noviembre en una nueva fase; la aprobación de un Plan de Modernización de la 
Formación Profesional[2], elaborado en pleno confinamiento y dotado con 1.500 millones de 
euros aprobado en julio; una nueva ley de educación, la Ley Orgánica de Modificación de la 
Ley Orgánica de Educación[3] aprobada en este 2020 y la promesa de una nueva ley 
específica de FP realizada por la ministra Celaá[4], así como numerosas intervenciones de la 
misma en este último mes del año en relación al impulso de la FP Dual, sobre todo a través 
de una alianza con el tejido empresarial[5]. 


Aparentemente, porque muchas cosas parecen novedosas, pero no son más que una 
profundización con mayor o menor acierto en lo que ya teníamos. Debemos recordar que la 
ley de FP vigente es de 2002[6], y lleva la firma de Aznar. Propone toda una suerte de 
modelo modular, que ya estaba implantado en muchos países europeos y que comenzó en 
el Reino Unido (Blas, 2007; Cerrón, 2008)[7]. Hoy en día, mantenemos esta apuesta en 
España, así como un interés creciente por la FP Dual, también de gobiernos del PP pero 
seguidos por los más progresistas, siempre a rebufo del sistema formativo que podemos 
encontrar en otros países europeos, como por ejemplo, en Alemania (Cerrón, 2010)[8] . 


Aparentemente porque las intervenciones de la ministra este mes de diciembre han reflejado 
la idea de que hay una preocupación común por la FP y dando a entender que hay consenso 
con la misma. Sin embargo, podemos ver mucha distancia en el trecho que va desde las 
palabras reflejadas en una ley o en una comparecencia de la ministra, a lo que día a día 
vemos en las aulas y en los procedimientos que se siguen para organizar la FP. 


Si observamos los pasos que plantea el Plan para la Formación Profesional, el crecimiento 
económico y social, y la empleabilidad, en el marco del I Plan Estratégico de la Formación 
Profesional, para conseguir sus objetivos podemos ver lo que se echa en falta: 


[as] Rescoldos. Revista de Diálogo Social. 2021 (42). 


PARA LA REFLEXIÓN 


1. "Reconocimiento y acreditación de 
competencias profesionales. 

2. Flexibilidad y mejora de la accesibilidad a la 
FP y a la orientación profesional. 

3. Incorporación de la digitalización, la 
innovación y el emprendimiento en el sistema de 
FR” 


No vemos referencias a cuidar a los profesores 
que forman a los alumnos de FP, pues no se 
habla de inversión en contratación de 
profesionales, salvo que sea un epígrafe 
subsumido en otro. El punto 1, como veremos 
enseguida, plantea sobre todo los problemas de la financiación, porque es una tarea muy 
clara y relativamente fácil, salvo que es hercúlea, pues hay que hacer pasar por el proceso 
a unos 12 millones de personas en el país. 


Por otra parte, la apuesta por la experiencia laboral, que nos lleva a los sistemas de "canjeo” 
de la misma por una titulación a través de un proceso de evaluación de la competencia 
profesional adquirida en la vida laboral de la persona, no se ha desarrollado en exceso pues 
no encontramos demasiadas convocatorias de estos procesos en las comunidades 
autónomas, según los datos que nos encontramos en el I Plan Estratégico de la Formación 
Profesional[9]. Un 48% de la fuerza trabajadora de nuestro país no tiene acreditación 
profesional de ningún tipo, y es evidente que es un problema que hay que atajar. 


Desde el año 2009 se han convocado 266.000 plazas en 231 convocatorias para diferentes 
unidades de competencia, algo más de veinte mil por año, de forma muy heterogénea por 
competencias (unas se han convocado varias veces y otras, nunca) y por comunidades 
autónomas: mientras en Madrid solamente se han hecho 3 convocatorias, en Aragón, por 
ejemplo, se han hecho 49. Podrían parecer muchos pero recordemos que solamente en 2018 
había matriculados más de 800.000 alumnos en FP. Uno de los esfuerzos habría que realizarlo 
aquí, considerando que los evaluadores son, en muchas ocasiones profesores de formación 
profesional que se presentan voluntariamente a estas tareas cuando las convoca la 
comunidad autónoma y se ausentan durante un 
breve periodo de tiempo de su trabajo para 
poder acometer esta labor o compatibilizan 
ambas tareas. Se destinarán algo más de 852 
millones de euros a esto en el: plan 
mencionado. Queda abierto, por ahora, el 
análisis de si se hará, de si habrá estabilidad en 
el gobierno como para poder estructurar una 
hoja de ruta clara, concisa y breve que permita 
hacer eso en poco tiempo. 
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- PARALA REFLEXIÓN 


La flexibilidad es de lo más fácil de acometer, pues se hace a base de legislación y 
normativa. Sin embargo, plantea también algunas dificultades. Se insiste en que la 
formación vaya más allá de la modularidad que tiene ahora. En el fondo se propone un 
sistema en que, al final, uno pueda estructurarse una cualificación profesional por la 
acumulación de determinados módulos profesionales que debe cursar en alguna de las 
opciones formativas existentes o por crear. El problema es que la atomización del saber 
dificulta al alumnado la visión general de la tarea que debe desempeñar y, por tanto, la 
comprensión del proceso en el que está implicado. Esto lleva a una mucho menor capacidad 
para adaptarse a cambios contextuales que se le van a exigir desde la realidad productiva, 
que es la base sobre la que se sustenta el sistema. Una gran aporía. Al final redunda en 
una disminución de la cualificación profesional real. Por otra parte, utilizando el lenguaje 
usado en el texto del ministerio, el hecho de que les demos a los alumnos “cápsulas” 
formativas que puede ir acumulando en virtud de su proceso, permite efectivamente una 
revisión del modelo de formación permanente del trabajador, pero dificulta el sistema para 
los que lo hacen desde el principio, como es el PIAR 
caso del alumnado de centros 
educativos. Consumirán todas las cápsulas 
seguidas y tendrán lo mismo que ahora, pero 
se les facilitará el abandono del proceso 
completo si se le da significatividad a cada 
pequeño logro que consigan. 


La orientación profesional es la que se nos 
antoja ahora un poco más compleja por lo 
dicho antes en relación al profesorado y, en el 
caso de la formación que se hace en los 
centros educativos, nos topamos con la 
ausencia de personal que realice esas tareas 
con los alumnos que van a acceder a la FP o de los que ya están en ella y quieren estructurar 
una carrera profesional. De hecho, en los centros integrados de FP y en aquellos que, no 
siendo integrados, solamente imparten ciclos formativos de FP, no hay departamento de 
orientación, salvo que se imparta FP básica, al menos en la Comunidad de Madrid, y las veces 
que se ha pedido han contestado que se hagan las tareas de orientación dividiéndolas entre 
los profesores del centro... 


En relación a la digitalización, hemos de hacer un breve apunte. Una de las líneas de 
intervención que se proponen es incorporar un módulo con estos contenidos a todos los 
títulos del Catálogo de Formación Profesional. La idea está muy bien, aunque habría que ver 
en cuáles ya está integrado en los propios contenidos, en cuáles se incorporaría mejor como 
contenido trasversal a otros módulos como es, en la formación en centros educativos, 
Empresa e Iniciativa Emprendedora, y, sobre todo, cuántas horas se ampliariían los 
títulos. Ya vivimos recientemente la incorporación del módulo citado, así como la 
incorporación de Inglés y otras lenguas europeas a los currículos de FP, pero sin ampliar las 
horas de formación totales. Si ahora ocupamos espacio con una más, ¿qué espacio va a 
quedar para incluir los contenidos profesionalizadores específicos? Ya sabemos que hay una 
cuita de horas que establecen las comunidades autónomas, pero si se hace desde el 
ministerio debería afectar a los contenidos mínimos, por lo que habría que reformular los 
títulos. Quizás no se valore suficientemente la variable “tiempo” si lo que queremos es un 
plan de choque contra la crisis derivada de la del 2008 y de la pandemia. 


La innovación también es algo deseable cuando hablamos de formación. Antes se usaba el 
concepto de excelencia, mientras que ahora se busca más el concepto de 
talento. Probablemente sea para diferenciar las propuestas de unos y otros, porque en el 
fondo van al mismo asunto. Sin embargo, la innovación en los sectores productivos no se 
incluye por el simple hecho de que digamos que incluimos la innovación o de que lo vamos 
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a hacer. Es necesario que la formación previa que tiene el profesorado que imparte los 
módulos profesionales que deben incluir la innovación incluya esa innovación y de establecer 
espacios, foros, oportunidades de estar al tanto de las innovaciones que se realizan en cada 
uno de esos sectores. Incluir un módulo de proyecto (que ya existe) en el que se valore 
especialmente la innovación pasa por lo que acabamos de comentar. Es una buena idea, 
pero no puede ser la primera en implementarse. Por otra parte, la red de innovación se 
contempla como una red entre empresas y centros educativos, pero echamos en falta que 
esa red incluya centros de investigación públicos, que pueden aportar una gran cantidad de 
inteligencia en torno a la innovación, o en los centros de referencia estatal, por ejemplo. El 
conocimiento no está solamente en las empresas. 


Todo este movimiento en torno a la FP no es una cuestión única de nuestro país, sino que 
responde a la Agenda 2030 de la Unión Europea y sus objetivos sobre sostenibilidad, que se 
ha convertido en un término clave para entender las reformas y la financiación de las mismas 
que se acometen desde el gobierno en general y desde la cartera de educación en 
particular. Es evidente que la FP deba asociarse al concepto de empleabilidad, ampliamente 
utilizado en los documentos presentados por el ministerio y antes citados, pero no a costa 
de la calidad del empleo y su funcionalidad para permitir a los ciudadanos una adaptación y 
supervivencia dignas en el entorno. 


También se relaciona esta nueva FP con los conceptos de “capital humano” y de 
“competitividad”. Es normal que, aunque estemos actualmente gobernados por partidos del 
bloque “progresista”, sigamos dentro de una economía de mercado que cada vez se hace 
más insoslayable, pero vincular en exceso la formación a la competitividad le restará calidad 
al aprendizaje para sustituirlo por el “emprendimiento”, otro de los términos fetiche de la 
nueva FP. Querer salvar la economía a base de creación de microempresas, de autoempleo 
o de desarrollo de productos que luego son vendidos a otros no se nos antoja la mejor idea 
posible. Podríamos enumerar aquellos casos en que la producción se ha desplazado a otros 
países cuando aquí no se ha encontrado el músculo industrial capaz de absorber los inventos 
e ideas que se han diseñado en el país. Tenemos el ejemplo en el diseñador de bicicletas 
eléctricas español que ideó un modelo cuando se estaba generalizando su uso en las 
principales capitales, pero se tuvo que llevar su idea a Alemania para que se produjera allí y 
luego vender sus bicis a otros mercados, como el francés... No nos vale demasiado pensar 
que el resurgir de la economía española va a venir de la mano de la formación porque nos 
hace falta un tejido industrial potente junto con centros de investigación y desarrollo en 
diferentes campos que asuman tanto el “capital humano” que tanto se menciona, como las 
ideas, invenciones y descubrimientos que pueda idear, inventar y descubrir[10]. No creo 
que la tasa del 14% de desempleo española -la segunda más alta de Europa solamente 
superada por Grecia- se vaya a solucionar apostando solamente a mejorar la formación, 
aunque reconocemos el valor de hacerlo como punto de partida. 


El Plan de Modernización de la Formación Profesional plantea además una cuestión de gran 
calado consistente en la unificación de los dos subsistemas de la FP: la que se hace en los 
centros educativos y la formación profesional para el empleo. Es cierto que esto evitaría 
muchas duplicidades en inversión, dificultades en acreditaciones, orientar realmente la 
formación a su objetivo que es el empleo, racionalizar la inversión... siempre y cuando no se 
caiga en las dificultades que comentamos a continuación. 
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El caso concreto de la FP Dual: el 
“blanqueamiento” de la precarización 


La FP Dual se presenta en los diferentes 
documentos citados al principio como la gran 
salvadora tanto del modelo de formación, como 
de la tecnologización y la apertura a nuevas 
formas de entender la relación entre la 
formación, la empresa privada y la enseñanza 
pública. Al menos así se desprende de las declaraciones de la ministra Celaá el mismo 10 
de diciembre de 2020[11]. La reunión con los agentes sociales Comisiones Obreras 
(CCOO) y la Unión General de Trabajadores (UGT) ha ido por este camino, además de la 
mantenida con las “principales” empresas con sede en España: Confederación Española de 
Organizaciones Empresariales (CEOE), Confederación Española de la Pequeña y Mediana 
Empresa (CEPYME), la Asociación Española de Fabricantes de Automóviles y Camiones 
(ANFAC), Telefónica, Bankia, Repsol, Iberdrola, Siemens y Airbus[12]. 


Solamente un 3% de la FP en España sigue esta modalidad, pero se está convirtiendo en la 
apuesta principal de los diferentes partidos políticos porque logra muchos objetivos con un 
mínimo de inversión, el sueño de todos los que ostentan algún poder: 


+ Reduce el número de profesionales de la educación dedicados a la formación porque 
se reducen drásticamente las horas que los alumnos hacen en el centro educativo 
aproximadamente a la mitad (no es extrapolable al consumo de horas de profesorado, 
porque intervienen otros factores como la dedicación de esos mismos profesores 
también a dar clase en presencial, pero se puede llegar a un porcentaje considerable 
de ahorro en horas), por lo que ya se ahorran una buena cantidad de inversión en 
recursos humanos de la educación pública. Un cálculo muy basto nos permite 
descubrir que, considerando los centros que imparten FP en España y el número de 
estudiantes matriculados, así como los centros de dual y sus alumnos matriculados, 
la media de alumnos atendidos en centros de FP es de 190, mientras que la media de 
los alumnos atendidos en centros de FP dual es de 253. Es evidente que tendríamos 
que profundizar en estos datos y ver la desviación típica y otros indicadores, pero ya 
nos marca una tendencia clara[13]. 

e. Responde directamente a las necesidades de las empresas porque permite tener 
personal medianamente cualificado en la mitad de su proceso formativo para que 
saque adelante cierto trabajo que sería mucho más caro de tener que hacerlo un 
personal de la empresa con antigúedad y dejando de hacer otros trabajos esenciales. 
Además se añade a esto el hecho de que, aunque las recientes reformas por las cuales 
los alumnos en prácticas duales cotizan a la Seguridad Social y reciben un “salario” 
por parte de la empresa, esto compensa ampliamente la aportación del alumno en 
prácticas. 

. Permite al tejido empresarial formar a los alumnos en sus propios procesos y 
protocolos productivos, muchas veces no generalizables de unas empresas a otras. En 
modelos no duales, las empresas no deciden el contenido del programa formativo que 
realiza el alumnado, simplemente forman su consentimiento. En dual, sin embargo, 
su peso a la hora de estructurar y decidir es mucho mayor, aunque sea en colaboración 
con el centro educativo. Ya sabemos que es verdad que la FP debe responder 
precisamente a las necesidades formativas de las empresas, y estamos de acuerdo en 
ello, porque si no el modelo productivo no puede mantenerse, pero no a costa de la 
formación de futuros profesionales que luego pueden ver dificultada su contratación 
en otros ámbitos empresariales porque les falta una visión general del trabajo en el 
sector productivo. Por otra parte, las empresas que pueden permitirse el desembolso 
de pagar seguros sociales, salvo que estén bonificados, y en cualquier caso, el salario 
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del alumno, no van a ser las pequeñas empresas, que se 
niegan en muchas ocasiones a tener alumnos de FP Dual, sino 
las grandes empresas que pueden invertir para obtener un 
beneficio. Así se priorizan las políticas para la cúspide 
productiva y no para su base, mientras nos apenamos 
públicamente de las dificultades de los pequeños negocios 
para capear situaciones sobrevenidas, como las crisis 
económicas derivadas de la deshonrosa gestión del dinero, el 
ahorro y la inversión, o de pandemias, como hemos sufrido 
en los últimos años. 


Una de las consecuencias de este proceso es la precarización 
del trabajo, al ser una parte del mismo desarrollado por 
personas en formación que cobran menos por dedicar una 
jornada laboral prácticamente igual a la de sus compañeros 
ya formados. 


Hay un pequeño detalle más en relación al modelo de FP 
Dual. Cuando se lanzó, se hicieron muchas referencias a que era el modelo ideal de 
formación dados los resultados de países como Alemania que lo practicaba desde hace 
lustros. Sin embargo, algunas de las características de los modelos de FP Dual de otros 
países no se importan, como la consideración social del profesorado avalada por la 
consideración salarial del profesor o del propio aprendiz. 


Los problemas didácticos y metodológicos 


El hecho de que el tejido empresarial tenga tanto peso a la hora de estructurar las prácticas 
del alumnado hace que estas se vuelvan mucho más heterogéneas al ser las horas de 
formación en centro educativo una cifra menor, y por tanto, menor el ámbito de 
homogeneidad, que debería ser un objetivo en la formación. Bien es verdad que el Plan de 
Modernización de la Formación Profesional contempla entre sus medidas dar pasos para 
hacer homogéneos los currículos de las diferentes formaciones que se imparten en este 
ámbito, a saber, la que se hace en centro educativos (formación reglada) y la que se hace 
en el ámbito empresarial (formación permanente) y en la formación para el empleo, pero no 
insisten en la coordinación interna entre los diferentes modelos dentro de la propia formación 
reglada al dar cabida a las empresas. La experiencia nos dice que se pueden dar muchas 
visiones diferentes de un mismo proceso productivo desde una misma línea de un currículo 
aprobado por una comunidad autónoma. 


Por otra parte, tenemos el problema de la falta de formación a la hora de ir a los centros a 
practicar. Si el alumnado no tiene aún los rudimentos teóricos adquiridos, ¿cómo va a 
entender los procesos prácticos? El último anuncio que hemos visto en televisión sobre la 
formación profesional dice “a trabajar se aprende trabajando”. Esto es un mantra tan falso 
como el “si quieres, puedes”. Son aforismos tan reduccionistas, pero a la vez con tantas 
connotaciones no explicadas que acaban haciendo un gran daño a los que los asumen como 
verdades. Atrabajar se aprende trabajando dependiendo de en qué sector, con qué técnicas, 
con qué conocimientos tecnológicos previos, con qué conocimientos previos, etc. Ninguna 
profesión se me antoja que pueda aprenderse practicándola en el ámbito productivo o social 
en que nos encontramos hoy en día sin haber pasado previamente por un proceso de 
aprendizaje teórico sólido. Ese mantra quizás sea válido para los oficios de otros momentos 
históricos, como tonelero, zapatero, carpintero, pintor..., cuando, a falta de un modelo 
formativo reglado, los artesanos aceptaban aprendices para enseñarles el oficio a cambio de 
que les ayudaran con las diferentes tareas de producción y venta de sus servicios o 
bienes. En esos momentos históricos, el proceso de aprendizaje era verdaderamente largo, 
pues a un aprendiz le costaba media vida aprender todo lo que su maestro había aprendido 
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a su vez de la experiencia en una vida entera. ¿Realmente este modelo es el que podemos 
mantener hoy en día? 


Algunos pueden tildar esto de demagógico diciendo que los alumnos de FP dual hacen una 
parte formativa en el centro educativo y que eso les vale para el aprendizaje del resto en la 
empresa. Sin embargo, es claramente insuficiente con el modelo modular actual porque se 
aborda la participación en la empresa muy desde el principio y con unos controles poco fiables 
por algo que hemos comentado anteriormente: si los profesores de FP son menos porque en 
dual hacen falta menos, ¿quiénes y cómo van a hacer un seguimiento y control adecuado de 
las prácticas formativas de esos alumnos en dual en las empresas? La normativa de la propia 
FP dual[14] habla de los tutores de empresa, pero no se especifican criterios de selección 
para dicha figura, y sin embargo deben evaluar el progreso de contenidos curriculares que 
se recogen en el programa formativo acordado entre la empresa y el centro educativo. La 
mitad del currículo o más se imparte en la empresa bajo esta supervisión, y nadie valora o 
valida la capacidad del formador en la empresa. 


Además hay una realidad inquietante: cuando los títulos y los currículos de formación 
profesional presencial que se desarrollan en el sistema educativo se tuvieron que adaptar, 
porque muchos estaban diseñados bajo el auspicio de la LOGSE, para pasar a ser 
considerados titulaciones LOE, se redujeron drásticamente los tiempos de la Formación en 
Centros de Trabajo (FCT o periodo de prácticas en las empresas). En muchas titulaciones 
dicha reducción fue la mitad, en otras incluso más. Si tomamos el caso del Ciclo Formativo 
de Grado Superior de Integración Social se pasó de 720 horas de FCT durante un curso 
académico a 370 en un solo trimestre. En dual siempre serán como mínimo la mitad de las 
horas totales del título, al menos en la Comunidad de Madrid. Hay una gran 
descompensación entre las oportunidades de incluir la parte práctica en la formación entre 
unos alumnos y otros, además de existir también una diferencia en la formación teórica 
porque las horas teóricas de dual no se corresponden con las de presencial por ser 
drásticamente inferiores. 


A modo de cierre 


Es evidente que no todo lo que se plantea en los 
planes del gobierno es objeto de crítica. Se 
plantean opciones interesantes como la 
plataforma FPCONECTA para favorecer el 
contacto entre empresas, centros formativos, 
etc., O los planes para convertir las aulas de 
formación de FP de los centros educativos en 
espacios donde se pueda simular mejor una 
determinada competencia profesional, o la 
colaboración entre empresas y centros en la 
formación del profesorado con estancias 
formativas. Ya sabemos que las cosas no son 
blancas o negras, pero hemos de poner el acento en los grises que menos ayudan, bajo 
nuestro punto de vista, al proceso general. 


Si tomamos los datos presentados por el Centro Europeo para del Desarrollo de la Formación 
Profesional (CEDEFOP), es evidente que hay que “ensanchar” el número de personas con una 
acreditación profesional intermedia, en detrimento de los que no tienen ninguna pues se 
prevé que los nichos de trabajo para estos últimos no serán más del 17% según las 
estimaciones del gobierno. Y para esto se han desarrollado los diferentes planes que hemos 
comentado someramente aquí. Siempre hemos aceptado que la FP responde a las 
necesidades del mundo empresarial que es tanto como decir que responde a las necesidades 
del mercado, pero si lo uno no tiene freno, lo otro se estrella. En cualquier caso, el problema 
se nos antoja más complejo que apostar todo a la formación como si fuera el bálsamo de 
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Fierabrás y nos curara de todos nuestros errores. Mejorar la formación es un objetivo loable 
y necesario, pero, por usar los términos del gobierno, no puede ser la única “palanca” para 
el desarrollo económico, la sostenibilidad y la recuperación económica tras las crisis si no se 
aborda una apuesta clara por apoyar el crecimiento de un sector industrial potente, fomentar 
la apuesta pública por la investigación básica y aplicada más allá de lo anecdótico y ampliar 
los horizontes empresariales más allá del ladrillo y el sector servicios. 


[1] http://www.educacionyfp.gob.es/dam/jcr:1bc3728e-d71f-4a8e-bb99-846996d8a2f2/i- 
plan-estrat-gico-de-formaci-n-profesional-del-sistema.pdf 


[2] https: //www.todofp.es/dam/jcr:5d43ab06-7cdf-4db6-a95c-b97b4a0e1b74/220720- 
plan-modernizacion-fp.pdf 


[3] Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 2/2006, 
de 3 de mayo, de Educación. (https://www.boe.es/boe/dias/2020/12/30/pdfs/BOE-A-2020- 
17264.paf) 


[4] https: //www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/educacion/Paginas/2020 
/171220-celaa_ley_fp.aspx 


[5] https: //www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/educacion/Paginas/index 
.ASpx 


[6] Damos aquí la referencia a la legislación consolidada, es decir, aquella en la que se 
reflejan los cambios que han afectado a la ley con posterioridad al 
2002: https://www.boe.es/buscar/pdf/2002/BOE-A-2002-12018-consolidado.pdf 


[7] Blas Aritio, F. (2007) Competencias profesionales en la Formación Profesional. Madrid, 
Alianza. 


Cerrón Jorge, L. A. (2008) La “mercantilización profesional”: la Formación Profesional 
virtualizada. Rescoldos, 19, pp. 36 - 44. 


[8] Cerrón Jorge, L. A. (2010) El papel del mercado en la construcción de los modelos de 
Formación Profesional: la mercantilización del sistema. REIFOP, 13 (2) pp. 54 - 63. 


[9] https: //www.todofp.es/dam/jcr: 163978c0-a214-471e-868d-82862b5a3aa3/plan- 
estrategico-enero-2020.pdf 


[10] Según estimaciones del Eurostat, en 2018 el porcentaje de grandes empresas en Reino 
Unido era de 3 veces más que en España y en Alemania, 4 veces más. 


[11] https://www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/educacion/Paginas/202 
0/101220-celaa_fpdual.aspx 


[12] https: //www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/educacion/Paginas/202 
0/031220-fpdual.aspx 


[13] Datos obtenidos del Registro Estatal de Centros Docentes no 
Universitarios, https://www.educacion.gob.es/centros/selectaut.do;jsessionid=4A35CE72B 
3CC5F1BF6910623A80674EA 


[14] Real Decreto 1529/2012, de 8 de noviembre, por el que se desarrolla el contrato para 
la formación y el aprendizaje y se establecen las bases de la formación profesional dual 
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La educación infantil en la 
LOMLOE 


” 


En la sección de Educación de “El Candelero 
(RVK, 107.5 FM), el programa de la Asociación 
Cultural Candela, hablamos con Pau Aleixandre y 
Montse Ortega (AMESTI Educació) sobre cómo 
afecta la nueva ley educativa a la educación 
infantil y qué propuestas se plantean desde la 
Plataforma 0-6. 


En esta primera sección de Educación del año no podemos dejar de hablar de la nueva ley 
de educación y de cómo afecta a la etapa de Educación Infantil. Aunque la letra del preámbulo 
resulta positiva por su reconocimiento pleno de esta etapa como educativa de pleno derecho 
y por incorporar la necesidad de considerar la cultura de la infancia, esta nueva ley educativa 
incorpora sólo pequeños cambios en la Educación Infantil, detalles que será necesario 
aterrizar para saber qué van a significar realmente con el desarrollo de la ley. Tenemos la 
letra, pero nos falta la música, aunque la sensación es que se queda corta en muchas cosas, 
entre ellas, en garantizar la gratuidad de la etapa 0-3, y suena a oportunidad perdida. 


Desde la Plataforma Estatal de Educación Infantil 0-6 siguen trabajando elaborando acciones 
y herramientas, como sus propuestas para un Decreto de requisitos mínimos necesarios en 
la etapa 0-6 para todo el Estado español que garanticen unas condiciones de base para todos 
los niños y niñas de estas edades, que puedan ser ampliadas en cada territorio. O la 
realización de una prospectiva a nivel estatal que sirva para analizar las repercusiones de los 
modos de actuación que está imponiendo el covid-19 en las escuelas, no sólo a nivel 
académico, sino también socioemocional. 


Escucha aquí el audio de esta entrevista 


El programa completo del que forma parte esta entrevista puedes escucharlo en: Archive o 
Ivoox. 
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PARA LA REFLEXIÓN 


A propósito de la LOMLOE 


VV.AA. 


Más allá del ruido que ha acompañado a la 
aprobación de la LOMLOE, se han publicado muchos 
y muy diversos artículos de opinión sobre la misma 
que han analizado, desde diversos colectivos, lo que 
dice la letra de la ley. Para conocer la música 
tendremos que esperar a ver cómo funciona su 
implementación. 


No están todos, por supuesto, pero hemos querido seleccionar algunos artículos, que a 
continuación enlazamos a su publicación original, porque en nuestra opinión, merece la pena 
conocer su análisis, saber qué les anima de esta nueva ley y también qué les preocupa. 


Desde el MCEP (Movimiento Cooperativo de la Escuela Popular) publicaron este manifiesto 
sobre la LOMLOE poco antes de la publicación de la ley: 


e. Manifiesto sobre la LOMLOE 


Poco después de la aprobación de la LOMCE con el rechazo de la Comunidad Educativa, de colectivos y 
organizaciones sociales y sindicales, y de la mayoría de los partidos políticos del Congreso, numerosos 
colectivos empezamos a trabajar un documento para una nueva ley de Educación... 


En el Blog Por otra política educativa. Foro de Sevilla del Diario de la Educación encontramos 
este interesante artículo: 


e  LaLOMLOE y la educación como empeño -— Por otra política educativa 


La utilidad de la LOMLOE para el sistema educativo y para el futuro de la sociedad se medirá por su 
capacidad para frenar y revertir el proceso de desmantelamiento de la educación pública. Servirá de 
poco si no impide las maniobras privatizadoras y la segregación socioeconómica del alumnado. De 
nuevo la ley tiene el mismo aire de ocasión perdida, pero no hay que afligirse... 


En Rescoldos. Revista de Diálogo Social. 2021 (42). 


PARA LA REFLEXIÓN 


Otra interesante reflexión podemos encontrarla en: 


e  Laley Celaá continúa con el modelo educativo neoliberal y desigual 


La ley Celaá ha estado en el centro de un fuerte debate público durante las últimas semanas. Un debate 
monopolizado por una derecha ultramontana, que marca la agenda política a base de mentiras y 
exageraciones. El problema es que todo eso oculta... 


Y cerramos con un artículo propositivo. Más allá de la ley, pero a propósito de la misma, 
también desde el Foro de Sevilla nos llega este II Manifiesto que realiza una muy interesante 
propuesta para una educación transformadora y emancipadora: 


e  Porotra política educativa 


Este documento es una continuidad del “Manifiesto por otra educación en tiempo de crisis” publicado 
la pasada primavera, cuando vivíamos momentos de excepcionalidad e incertidumbre tras el 
confinamiento y el retorno parcial a las aulas. Como en aquella ocasión se hacen públicos intenciones 
y propósitos considerados de interés general para el cambio y la mejora de la educación con el 
propósito de someterlas a la reflexión, crítica y debate público... 
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%F Cuatro meses sin luz en 
$. Cañada Real: La lucha de un 
barrio por sus derechos 


" ¡E Caña A OSCURAS Y La Cañada Real es uno de esos barrios que lucha 
mios IMNAS cada día contra la marginalización y el estigma 
cv LUZENCASA de la pobreza. Un barrio lineal de algo más de 
14km, que recorre varios municipios y desborda 
las etiquetas. En Cañada hay muchas Cañadas. 
Y sus vecinos llevan años tratando de construir 
comunidad y mejorar las condiciones de vida. 
Pero desde el 2 de octubre pasado están 
sufriendo un corte de luz que afecta a los 
sectores 5 y 6, son ya más de tres meses a 
oscuras, con lo que eso significa. 


Desde las asociaciones vecinales y las entidades sociales que llevan años trabajando en 
Cañada se han organizado para denunciarlo y buscar soluciones, que son complejas, porque 
la situación administrativa de este barrio les deja en un limbo legal que pone a sus habitantes 
muy difícil conseguir regularizar algo tan básico como el suministro de electricidad. 


En “El Candelero”, el programa de la Asociación Cultural Candela, hemos hecho un 
seguimiento de este problema desde los primeros días del apagón. Recogemos aquí la crónica 
en la voz de sus protagonistas: 


Primer mes sin luz. La denuncia vecinal hizo posible que el Pleno del Ayuntamiento de 
Madrid aprobara por unanimidad crear una mesa de emergencia para Cañada. Eran 
momentos de cierta esperanza en que la solución podía estar cerca. Nada más lejos de lo 
que ha ocurrido. De ello hablamos entonces con Susana Camacho, psicóloga comunitaria de 
la Fundación Secretariado Gitano, y Houda Akrikez, vecina de Cañada Real. 


Escucha aquí el audio de la entrevista con Houda y Susana 


Dos meses sin luz. Resulta difícil imaginar de forma 
realista lo que supone vivir dos meses sin luz, a oscuras. 
Las familias de Cañada han estado todo este tiempo 
reclamando una solución, organizándose, pero sin 
respuesta efectiva. El “Equipo sanitario de Intervención con 
Población Excluida”, equipo médico de la sanidad pública 
de la Comunidad de Madrid, ha elaborado un informe sobre 
los problemas de salud específicos que favorece esta 
situación de falta de suministro eléctrico, urgen una 
solución. 


Es necesario recordar que el 17 de mayo de 2017 se firmó 
el Pacto Regional por la Cañada Real Galiana en el que 
figuran, entre otras prioridades, garantizar el suministro 
eléctrico a los vecinos y vecinas de Cañada. Es fácil 
comprobarlo entrando en la web de la Comunidad de 
Madrid, de quién es la máxima responsabilidad del 
cumplimiento de este Pacto. Se estableció entonces un plan 
con tres fases para rehabilitar la red eléctrica, comenzaba en junio de 2018. Dos años 
después, un corte de luz de varios meses de duración. Los comisionados para el seguimiento 
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de este Plan de Cañada Real tampoco están aportando respuestas a una urgencia que se 
muestra evidente: que se recupere el suministro eléctrico, ¿qué hace falta para que eso 
ocurra? 


Las vecinas y vecinos de Cañada siguen reclamando en las calles su derecho a algo tan básico 
como tener luz eléctrica. Nos lo cuenta Loubna Azmani, vecina y miembro de las lideresas 
de Cañada. 


Escucha aquí el audio de la entrevista con Loubna 


Dos meses y medio sin luz. Los vecinos y 
vecinas de Cañada Real llevan ya más de dos 
meses de oscuridad, pero no de silencio. Han 
hecho oír su voz en las calles, ante las 
instituciones responsables, con sucesivas 
concentraciones frente al Ayuntamiento de 
Madrid, frente a la sede del Gobierno Regional 
en la Puerta del Sol, o como hicieron el 10 de 
diciembre, Día Internacional de los Derechos 
Humanos, frente a la Consejería de Vivienda de 
la Comunidad de Madrid. 
Las administraciones siguen diciendo que hay un 
problema de sobrecarga del sistema, sin 
embargo, los vecinos y vecinas apuntan a que 
todo ha empeorado desde la instalación de un reconector de potencia, que supuestamente 
iba a mejorar las cosas, y que parece que simplemente ha aislado el barrio de Cañada y 
reducido la potencia eléctrica que abastece los hogares de ese barrio. 
El apagón de suministro eléctrico afecta a cuatro mil personas, la mitad niños y niñas, que 
también han clamado por sus derechos escribiendo cartas al Comité de Derechos de la 
Infancia de la ONU. 


Sin embargo, la presidenta de la Comunidad de Madrid, Isabel Díaz Ayuso, vuelve a 
criminalizar a los habitantes de Cañada, culpabilizando del problema a las plantaciones de 
marihuana, y vuelve a quitarse la responsabilidad que le corresponde según el Pacto Regional 
para Cañada Real, indicando que es la Delegación del Gobierno quién tiene que actuar. 
Desde algunas asociaciones se ha lanzado una campaña de apoyo, para conseguir recursos. 
Y es que van pasando los días, el frío del invierno ya es una realidad diaria y las necesidades 
van siendo cada vez más importantes. 
El sábado 12 de diciembre, en Cibeles, de nuevo salen a las calles para leer las cartas a los 
Reyes Magos, en las que los niños y niñas de Cañada cuentan cómo se sienten y cuáles son 
sus deseos. Nos lo cuenta Loubna Azmani. 


Escucha aquí el audio de esta entrevista con Loubna 


Tres meses sin luz. Son demasiados días sin luz, muchas concentraciones y reuniones con 
los responsables y técnicos que podrían resolver esta crisis humanitaria, sin respuesta para 
sus demandas. Por ello, los vecinos y vecinas de Cañada Real, junto a los abogados de CAES, 
interpusieron el 16 de diciembre una denuncia en los juzgados de Plaza de Castilla. En ella 
reclaman una urgente actuación del juzgado para restablecer el suministro eléctrico en la 
zona, apelando a las vulneraciones de derechos básicos de los habitantes de Cañada, muchos 
de ellos menores y personas con dependencia. La situación ya ha llevado a decenas de 
personas a los servicios de urgencia por intoxicación derivada del uso de estufas para poder 
calentarse. ¿Esperarán las autoridades a que ocurra una desgracia mayor para actuar? 
Hablamos de todo ello con M4 José Sobrino, abogada de CAES. 
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Escucha aquí el audio de esta entrevista con Ma José 


Cañada sigue en lucha, más de 90 días sin luz, 
soportando los rigores del invierno, 
reclamando sus derechos. Instancias 
nacionales e internacionales de defensa de los 
Derechos Humanos reclaman la necesidad de 
una acción urgente. Es una crisis humanitaria 
en el corazón de Madrid. Más de 4.000 
personas se sienten abandonadas por las 
instituciones responsables. A primeros de 
enero, el Ayuntamiento de Madrid ofrece 
habilitar un espacio para 700 personas. Los 
vecinos de Cañada lo rechazan. Lógico, tienen 


sus Casas, no necesitan un albergue, sólo que se restablezca el suministro eléctrico. ¿Qué 
tiene que pasar para que la Comunidad de Madrid, máximo responsable en esta crisis, obligue 
a la empresa suministradora a que vuelva la luz a Cañada? No hay excusas: LUZ PARA 
CAÑADA YA. 


105 días sin luz. En estos más de tres meses 
sin luz, la voz de Cañada se ha ido oyendo cada 
vez más fuerte, y han sido muchas las entidades 
sociales y de defensa de DDHH que se han 
sumado a la denuncia de esta emergencia social 
y que exigen una solución más que urgente. 


En los últimos días se han ido sucediendo 
noticias diversas en torno a Cañada, como el 
anuncio por parte de la empresa suministradora, 
Naturgy, sobre el reparto de bombonas de 
butano, y el comienzo del desenganche de 
algunas parcelas que supuestamente 
sobrecargaban la red por actividades ilegales. 
Sin embargo, a pesar de las ingentes movilizaciones de sus vecinas y vecinos, de los intentos 
de diálogo con instituciones, de la avalancha de comunicados y requerimientos a las 
autoridades competentes por todo tipo de entidades de defensa de los DDHH, Cañada sigue 
sin luz. 


Esta misma semana, una de las familias residentes en Cañada Real ha interpuesto una 
denuncia por la muerte de uno de sus familiares, un hombre de 74 años, sin patologías 
importantes previas, que falleció el pasado 2 de enero, siendo atendido por el SUMMA, que 
sólo pudo certificar el fallecimiento por parada cardiorrespiratoria. Desde hacía semanas, se 
quejaba de “no quitarse el frío del cuerpo” y estaba deprimido por no entender que no pudiera 
tener electricidad para calentarse en su casa. La familia tiene claro que ha sido el frío la 
causa de la muerte. 


Lidia Ortega, médico del EIPE, el equipo de Intervención con Población Excluida que desde 
hace años se desplaza a Cañada para atender a sus habitantes, nos cuenta que el frío y las 
condiciones de los últimos meses han sido catalizadores del empeoramiento en la salud de 
las personas de Cañada. Tener que calentar las viviendas con estufas o leña está provocando 
quemaduras e intoxicaciones, el empeoramiento de patologías crónicas, sobre todo de tipo 
respiratorio. Recién nacidos con hipotermia, extremidades violáceas, complicaciones por 
bronquiolitis... niños con sabañones que no curan, se infectan y ulceran, terriblemente 
dolorosos... Y un largo etcétera de padecimientos evitables derivados del frío. Más allá de las 
secuelas físicas, la salud psicológica de los habitantes de Cañada empeora día a día: cuadros 
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de ansiedad, insomnio, terror a que se produzca un incendio o a no despertarse si se intoxican 
por monóxido de carbono... desde el EIPE han atendido ya varios intentos de suicidio en este 
tiempo. Los fuertes fríos de estos últimos días han complicado aún más la situación. No sólo 
no tienen luz, sino que no tienen agua porque se han congelado las tuberías en muchas 
viviendas. 


La pobreza energética tiene probados efectos sobre las salud de las personas que la sufren. 
Y el equipo médico que les atiende diariamente lo tiene claro: la salud de los habitantes de 
Cañada Real se ha deteriorado en estos meses sin electricidad. El frío somete a una 
sobrecarga y estrés al organismo de las personas que lo padecen que, si se mantiene, las 
enferma y puede llegar a matar. Los profesionales viven con terrible frustración la situación, 
que atienden temiendo que se produzcan desgracias mayores, a todas luces evitables. 


Ma José Sobrino, abogada de Caes, nos recuerda que ningún interés puede estar por encima 
del interés superior de los niños y niñas, y de los Derechos Humanos. ¿Hasta cuándo seguirá 
Cañada a oscuras? 


Escucha aquí el audio de la entrevista con Lidia y M4 José 


Cuatro meses sin luz. El pasado 16 de 
diciembre los vecinos de la Cañada denunciaron 
ante la Justicia a la Comunidad de Madrid y a la 
empresa Naturgy por el corte de suministro 
eléctrico que vienen sufriendo desde primeros de 
octubre. Cuando son ya cuatro los meses que 
llevan sin luz, se ha realizado una ampliación de 
esa denuncia en la que se incorporan nuevos 
casos de personas que han sufrido problemas 
importantes de salud provocados de esta 
situación, acompañándolos de informes técnicos 
y científicos que demuestran los graves 
deterioros que causa tanto el frío como la contaminación en el interior de los hogares que se 
deriva de la combustión de estufas y medios alternativos para calentarse. También se 
presenta información sobre una actuación realizada por Naturgy en la red eléctrica que da 
luz a esa zona y que podría haber provocado la sobrecarga, al bajar los niveles de potencia 
disponible, antes del corte de luz. Veremos si el juzgado es sensible a estos argumentos y 
qué recorrido tiene esta denuncia. 


Se siguen acumulando pronunciamientos de entidades públicas y privadas para encontrar 
una solución. Incluso medios internacionales se están haciendo eco de estas vulneraciones 
de derechos. Podemos decir que nadie es ajeno a lo que está pasando en Cañada, pero las 
administraciones con potestad para intervenir de forma efectiva no han dado todavía una 
respuesta que nos haga pensar que la solución se acerca, siguen en un peloteo inútil, de 
graves consecuencias para la vida de los habitantes de este barrio de Madrid. 


Ma José Sobrino, abogada de CAES, nos explica la ampliación de denuncia que se ha 
presentado. 


Escucha aquí el audio de la entrevista con Ma José 


Seguiremos empujando para que más pronto que tarde, vuelva la luz a Cañada. 
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: En apoyo del Espacio Vecinal 
?EVAsigue de Arganzuela (EVA) 


En "El Candelero” (RVK, 107.5 FM), el programa 
de la Asociación Cultural Candela, conversamos 
con Alvaro (EVA) sobre la amenaza de cierre del 
Espacio Vecinal de Arganzuela por parte del 
Ayuntamiento de Madrid. 


Poco antes de Navidad, y sin aviso previo, la Junta Municipal del Distrito de Arganzuela 
notificó al Espacio Vecinal Arganzuela (EVA) el cierre del espacio comunitario que lleva 
funcionando cuatro años en el Mercado de Legazpi. 


En este tiempo de funcionamiento, vecinal se han realizado más de 400 actividades, en las 
que han participado más de 20.000 personas en este espacio, con unos retornos sociales y 
económicos muy superiores al dinero invertido por el Ayuntamiento en subvenciones. 


Desde el Ayuntamiento plantean que el espacio es necesario para trasladar allí la base del 
SAMUR. Sin embargo, desde el espacio vecinal se valora que hay espacio más que suficiente 
para que ambas actividades convivan sin problema. EVA sólo ocupa una parte del edificio del 
antiguo mercado de frutas y verduras, unos mil metros. Quedan libres más de cuatro mil 
metros para que pueda instalarse la base del SAMUR sin problema. 


El consistorio no ha dado opciones a negociar, pero los colectivos que desde 2017 dan vida 
a este espacio, han iniciado una campaña para tratar de evitar su cierre. Una 
campaña informativa, de apoyos y de movilizaciones en defensa de la continuidad 
del EVA. 


Más información en: https://www.evarganzuela.org/ 


Escucha aquí el audio de esta entrevista 


El programa completo del que forma parte esta entrevista puedes escucharlo en: Archive o 
Ivoox. 
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EVI IN e7-Y 29N: Manifestación Lucha por tu 


EN DEFENSA DE UNA 

SANIDAD PUBLICA, salud 
UNIVERSAL Y DE CALIDAD Esta semana, en “El Candelero” (RVK, 107.5 FM), el 
e y programa de la Asociación Cultural Candela, hablamos Julio 
González (Juntas x la Pública) sobre la manifestación en 
defensa de la sanidad pública prevista para el domingo 29 de 
noviembre. 


Llevamos semanas de movilizaciones y protestas en los 
barrios contra las políticas sanitarias privatizadoras que 
dejan sin recursos los centros de atención primaria y 
MANIFESTACIÓN a a e 
DOMINGO 29 NOVIEMBRE miembros del colectivo sanitarios necesarios se encadenaron 
NEPTUNO-COLON muresto y EE ante la Dirección de RRHH de la Comunidad de Madrid en 
12:00 HORAS PE protesta por las políticas de la Consejería de 
Sanidad. Mientras, la señora Díaz Ayuso anuncia la inauguración del Hospital de emergencias 
sin personal propio, y habiendo podido cubrir con personal voluntario poco más de 100 plazas 
de las más de 600 necesarias. Se acumulan las razones para seguir luchando por una sanidad 
pública, universal y de calidad. Y por eso, el próximo domingo, 29 de noviembre a las 12h, 
está convocada una manifestación unitaria de Neptuno a Colón. Es necesario llevar mascarilla 
y paraguas para mantener mejor las distancias de seguridad. 


Accede aquí al Manifiesto en defensa de una Sanidad Pública, Universal y de Calidad 


Escucha aquí el audio de esta entrevista 


El programa completo del que forma parte esta entrevista puedes escucharlo en: Archive o 
Ivoox. 
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Nuestras vidas valen más 
que vuestras carteras 


¡NUNCA MÁS NEGOCIO CON LA SANIDAD! 


17 de Octubre 


movilizaciones estatales 


Nunca más muertos evitables, nunca 
más negocio con la sanidad 


En "El Candelero” (RVK, 107.5 FM), el programa de la 
Asociación Cultural Candela conversamos con Antonio 
Gómez (CAS Madrid) para anunciar las acciones que a nivel 
estatal están convocadas para la tarde de hoy, 17 de 
octubre, contra la privatización del sistema sanitario y la 
defensa de un sistema sanitario público, universal y con 
gestión democrática. 


Entre las cosas que nos ha mostrado a las claras esta 
pandemia, una se revela evidente: nuestro sistema nacional 
de salud tiene graves fisuras que lo debilitan para poder dar 
la atención sanitaria que se necesita. Desde muchas 
organizaciones en defensa de la sanidad pública, como la 
Coordinadora Antiprivatización de la Sanidad, se lleva años 


denunciándolo y luchando contra la privatización. Hoy, quizá más que nunca, esa batalla 


sigue siendo necesaria. 


Por eso, se han convocado para el sábado 17 de octubre movilizaciones en diferentes 
ciudades del estado, reclamando: 


e Derogación de la ley 15/97 y del artículo 90 de la ley General de Sanidad. Rescate de 
todo lo privatizado. Atención primaria centrada en la salud colectiva. Supresión de las 
redes paralelas. Incompatibilidad público-privada. Fuera las empresas de la sanidad. 


enfermedad. 


Por una industria sanitaria y farmacéutica pública. 

Sanidad para todxs, independientemente de la situación administrativa. 

Cuidados de nuestrxs mayores con dignidad. 

Por un sistema sanitario centrado en los determinantes sociales de la salud y la 


Escucha aquí el audio de esta entrevista 


El programa completo del que forma parte esta entrevista puedes escucharlo aquí 
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Día mundial de la 
alimentación... ecológica 


Esta semana en la sección de Agroecología y 
Consumo Responsable de “El Candelero” (RVK, 
107.5 FM), el programa de la Asociación Cultural 
Candela, conversamos con Pilar Galindo (Coop. 
La Garbancita Ecológica) sobre la celebración 
del día de la Alimentación (ecológica) en un 
contexto de pandemia mundial. 


Cada 16 de octubre se celebra el día mundial de la alimentación, pero hacerlo en un contexto 
de pandemia mundial debería hacernos reflexionar sobre en qué medida la industrialización 
de los sistemas de producción y distribución de alimentos contribuye a la proliferación de 
enfermedades y qué podemos hacer para cambiarlos. Como cada año por estas fechas, desde 
la Garbancita Ecológica se ha lanzado una campaña que analiza las causas y apunta hacia 
los cambios necesarios en la industria agroganadera y en nuestros hábitos de consumo. 


La COVID-19 tiene mucho en común con la mercantilización y la industrialización de los 
Sistemas Alimentarios. Ambos inyectan su mensaje de “siempre más”. El virus en la célula 
que parasita hasta matarla. La industrialización alimentaria, en la producción agroganadera 
arrastrándola a una competitividad suicida y, también, en nuestros propios deseos 
consumistas. No podremos cambiar la producción agrícola y ganadera sin modificar nuestros 
hábitos de consumo irresponsable. 


La causa de las crisis inducidas por la pandemia es el COVID-19. Pero la causa del COVID- 
19 es la industrialización y globalización de la producción, la circulación y el consumo de 
alimentos, una vez degradados a la condición de mercancías. 


Si nuestros modos industrializados y globalizados de producción, distribución y consumo de 
alimentos son, no sólo un problema que genera desigualdades, sino también un detonante 
para la proliferación de epidemias, la conclusión parece evidente: O los cambiamos, o este 
tipo de epidemias se repetirán de forma cíclica, aunque superemos la covid19. 


Se puede acceder aquí al manifiesto completo elaborado por La Garbancita Ecológica para su 
apoyo o difusión 


Escucha aquí el audio de esta entrevista 


La Garbancita Ecológica realiza una colaboración mensual sobre Agroecología y Consumo 
Responsable en El Candelero. 


El programa completo del que forma parte esta entrevista puedes escucharlo aquí 
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Transición ecológica justa 


En "El Candelero” (RVK, 107.5 FM), el programa 
de la Asociación Cultural Candela, hablamos con 
Luis Bolonio (Plataforma Ciudadana para una 
Transición Ecológica Justa). 


La crisis del coronavirus nos ha mostrado en toda su crudeza la crisis global, ecológica y 
climática que atravesamos. Estamos en un mundo en el que la biodiversidad se reduce cada 
día, los combustibles fósiles están llegando a un punto crítico, los suelos se erosionan y 
empobrecen, el agua escasea en algunas zonas del planeta, las temperaturas aumentan y 
cada vez con más frecuencia sufrimos fenómenos meteorológicos extremos. Parece 
imprescindible repensar nuestras formas de relacionarnos con el entorno para intentar frenar 
este deterioro suicida del planeta. Desde instancias gubernamentales nacionales e 
internacionales se viene hablando de esa necesaria transición ecológica, sin embargo, en lo 
que quizá no todos estamos de acuerdo es en el modo en que debe hacerse esta transición 
y los aspectos que no se pueden ignorar. No se trata solo de frenar los gases de efecto 
invernadero, sino de cambiar un modelo a todas luces insostenible e injusto. Con Luis Bolonio 
analizamos el Plan nacional integrado de energía y Clima 2021-30 que, tal como está 
planteado, no garantiza que la transición ecológica sea justa y democrática. 


Es necesario reducir nuestro consumo energético, utilizar fuentes eficientes, sostenibles, lo 
más cercanas posible a los puntos de consumo, fomentando el autoconsumo, respetando la 
biodiversidad de los entornos naturales y garantizando los suministros para toda la población. 


Escucha aquí el audio de esta entrevista 


El programa completo del que forma parte esta entrevista puedes escucharlo en: Archive o 
Ivoox. 
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CONCENTRACIÓN 
E 8 Educación: déficit estructural 


10 diciembre 17:30 horas . 
de docentes y refuerzos covid 


uw 


E PLURAL PRSC E LAICA 

2 

Y COMUNIDAD EDUCATIVA q En "El Candelero” (RVK, 107.5 FM), el programa 
ESCUELA PÚBLICA de la Asociación Cultural Candela conversamos 


; con Enrique Díaz, maestro de primaria y 
CONTRÍFTACIÓN DE DOCENTES : delegado sindical de CGT Enseñanza-Madrid. 


Cuando ha transcurrido el primer tercio del curso 

escolar nos parece muy lejano el inicio de las 

2 clases, allá por septiembre. Un curso que se 

% Em nm 9) burr) e presentaba lleno de incógnitas, y con el enorme 

reto de tratar de que los niños y niñas pudieran 

seguir asistiendo a unas aulas definitivamente marcadas por esos nuevos modos de relación 

que nos está dejando la covid-19. Hoy hacemos balance de este trimestre en una semana 

en la que de nuevo se ha convocado una concentración de protesta frente a las decisiones 
en materia educativa de la Comunidad de Madrid. 


Comenzábamos el curso con una convocatoria de huelga educativa en la que se demandaban 
condiciones seguras en las aulas: menos ratios, más docentes, personal de enfermería en 
todos los centros, mejoras en la atención a la diversidad... Los problemas siguen siendo los 
mismos. Respecto a los docentes, se realizaron algunas contrataciones con prisa en las 
primeras semanas de curso, pero a día de hoy sigue habiendo alumnado que no conoce a 
sus maestros y maestras, problemas para cubrir las bajas por enfermedad que, en algunos 
casos, están siendo cubiertas con los docentes contratados como refuerzos covid, esos que 
se iban a utilizar para reforzar las necesidades educativas provocadas por la pandemia. Del 
personal de enfermería, las mejoras en atención a la diversidad o la bajada de ratios nada 
se sabe. 


El jueves 10 de diciembre los sindicatos del sector convocaron una concentración en la Puerta 
del Sol para exigir la renovación de los contratos de los Refuerzos COVID, la contratación de 
todos los docentes que aún faltan en las aulas y la cobertura de las bajas de manera 
inmediata. 


Con todas estas carencias, que no son puntuales sino estructurales y fruto de años de 
maltrato y recortes a la educación pública, resulta sorprendente que la Comunidad de Madrid 
rechazara hace un mes casi 2 millones de euros procedentes del Ministerio de Educación y 
Formación Profesional, supuestamente no eran necesarios. 


Escucha aquí el audio de esta entrevista 


El programa completo del que forma parte esta entrevista puedes escucharlo en: 
Archive: https://archive.org/details/20201212-el-candelero 
Ivoox: https://go.ivoox.com/rf/62232532 
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VOCES COMO COCES 


El Tribunal Constitucional 
desautoriza las devoluciones en 
caliente 


' En "El Candelero” (RVK, 107.5 FM), el programa de la 

Asociación Cultural Candela conversamos con Margarita 
Martínez Escamilla, Catedrática de Derecho Penal de la UCM 
y miembro de lusmigrante, sobre la sentencia del Tribunal 
Constitucional sobre devoluciones en caliente y el 
reconocimiento de responsabilidad del Estado por la muerte 
de Samba Martine. 


Desde que la semana pasada el Tribunal Constitucional 
dictara sentencia sobre la enmienda de la Ley de Seguridad 
Ciudadana que regula los «rechazos en frontera» de 
migrantes, hemos tenido una avalancha mediática 
indicando en grandes titulares que las devoluciones en caliente son constitucionales. La 
mayoría de ellos no siguen la letra de la sentencia en la que se definen las condiciones en 
que dichos rechazos en frontera tienen que realizarse para que sean efectivamente 
constitucionales. La respuesta desde un conjunto de colectivos sociales y juristas expertos 
en materia migratoria no se ha hecho esperar porque, a su juicio, la conclusión de esa 
sentencia debería ser justo la contraria: que el Tribunal Constitucional ha desautorizado el 
modo de ejecución de las devoluciones en caliente tan reiteradamente practicadas por todos 
los gobiernos, también el actual, en las vallas de Ceuta y Melilla. 


Aunque aún no se ha publicado la sentencia completa y sólo contamos con la nota de prensa 
emitida por el Tribunal Constitucional, en ella el alto tribunal recalca que estas devoluciones 
inmediatas serán constitucionales siempre que se realicen «sin perjuicio del control judicial 
que proceda realizarse en virtud de las acciones y recursos que interponga, en cada caso 
concreto, la persona extranjera». Además, el Constitucional destaca que el rechazo en 
frontera debe hacerse «con las garantías que a las personas extranjeras reconocen las 
normas, acuerdos y tratados internacionales ratificados por España, debiendo ser reales y 
efectivos los procedimientos de entrada legal en territorio español». Los magistrados también 
apuntan a que la actuación policial debe desarrollarse con «especial atención» respecto a los 
migrantes con un perfil «vulnerable», como menores de edad, las mujeres embarazadas o 
personas de edad avanzada. Por definición, ninguna de estas condiciones es posible que se 
cumpla si se trata de devoluciones en caliente, dado que este es un procedimiento sumario 
de expulsión automática en el que se niega a las personas migrantes el derecho, ni siquiera, 
a la palabra. 


Analizamos también otra reciente noticia en materia de derechos de las personas migrantes: 
el reconocimiento del Ministerio de Presidencia sobre la responsabilidad del Estado en la 
muerte de Samba Martine. Un caso especialmente doloroso porque evidencia el descontrol 
de un sistema y la opacidad de los CIE. En la resolución sobre este caso se concluye que 
hubo descoordinación institucional y mala praxis de la empresa que gestionaba el servicio 
médico en el CIE, que supusieron que Samba recibiera una atención médica “deficiente” 
antes de morir; por ello su familia será indemnizada. No es un final feliz porque Samba murió 
en condiciones terribles y evitables, pero al menos supone un reconocimiento y una 
reparación moral para su familia. Ojalá sirva para que nunca más se produzcan casos como 
este y que los CIE pudieran ser definitivamente cerrados más pronto que tarde. 


Escucha aquí el audio de esta entrevista. El programa completo del que forma parte esta 
entrevista puedes escucharlo en: Archive o Ivoox. 
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VOCES COMO COCES 


Retorcer la memoria para 
ocultar la historia 


En "El Candelero” (RVK, 107.5 FM), el 
programa de la Asociación Cultural Candela 
conversamos con Mirta Núñez (UCM) y Manuel 
Alvaro (UAM) sobre las decisiones del 
Ayuntamiento de Madrid de retirar del callejero 
a destacados líderes del gobierno de la II 
- República. 


Hace un año, el Ayuntamiento de la Madrid retiraba las placas con nombres de víctimas del 
franquismo del Memorial de la Almudena, amparándose en su interpretación de un acuerdo 
del Comisionado de Memoria Histórica. 


Más sonada ha sido la decisión de primeros de octubre pasado: el pleno de dicho 
Ayuntamiento aprobó la eliminación del callejero de la capital de los nombres de Francisco 
Largo Caballero e Indalecio Prieto a propuesta de Vox, con el apoyo del PP y Ciudadanos, y 
amparándose en la Ley de Memoria Histórica. Una semana después, el mismo consistorio 
retiró y destruyó la placa en recuerdo de Largo Caballero de la que fuera su casa en la plaza 
de Chamberí. 


Son algunos ejemplos recientes, que han suscitado la crítica de historiadores e 
investigadores. Un grupo de 250 expertos en Historia Contemporánea elaboraron un Informe 
contra dicha decisión. En él se van desmontando técnicamente los diferentes argumentos 
que se han utilizado para esta solicitud. 


Nuestros invitados tachan de revanchismo ideológico sin justificación historiográfica la 
decisión aprobada por el pleno municipal. ¿Cómo luchar contra esos viejos y desacreditados 
clichés pseudohistóricos de la propaganda franquista en los que, según el informe al que 
hacíamos referencia, se basan este tipo de decisiones? 


Mirar al pasado desde la verdad histórica requiere aplicar los métodos y técnicas que han 
demostrado ser fiables, más allá de las opiniones particulares sobre hechos y personajes. 
Definitivamente necesitamos más historia y menos panfletos. 


Escucha aquí el audio de esta entrevista 


El programa completo del que forma parte esta entrevista puedes escucharlo en: Archive o 
Ivoox. 
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VOCES COMO COCES 


La okupación como excusa y 
amenaza 


| 
- En "El Candelero” (RVK, 107.5 FM), el programa 
de la Asociación Cultural Candela, hablamos con 


de PAH) sobre la campaña mediática en torno a 
| la okupación. 


En las últimas semanas estamos asistiendo a una avalancha de noticias sobre supuestas 
ocupaciones de viviendas que dejaban a sus propietarios indefensos. La reacción de analistas, 
jueces y militantes sociales no se ha hecho esperar: ¿es que están aumentando las 
ocupaciones? ¿Son ocupaciones todo lo que se suele recoger bajo ese término? ¿Por qué 
ahora este interés en este tema? 


Sin minimizar el problema que puede suponer para quienes se enfrenten a un uso indeseado 
de su vivienda por parte de otras personas, lo que parece claro es que la ciudadanía de a pie 
no deberíamos estar preocupadas porque vayan a entrar en nuestra casa si nos vamos de 
vacaciones. Pero tras todas estas noticias se esconde un problema real que en tiempos de 
pandemia se hace, si cabe, más dramático: las dificultades para tener una vivienda por parte 
de las personas más vulnerables. El derecho a la vivienda sigue sin garantizarse y las medidas 
adoptadas siguen siendo insuficientes. 


Escucha aquí el audio de esta entrevista 


El programa completo del que forma parte esta entrevista puedes escucharlo aquí 
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VOCES COMO COCES 


¡ El polvorín de los campos de 
'¡ refugiados de Moria 


En "El Candelero” (RVK, 107.5 FM), el programa de 
la Asociación Cultural Candela, conversamos con 
Inés Marco (WISH Lesbos) sobre la situación en los 
campos de refugiados de la isla griega de Lesbos 
tras el incendio de esta semana. 


El miércoles 2 de septiembre se detectó el primer caso de Covid-19 en el campo de refugiados 
de Moria, en la isla griega de Lesbos. Desde hace meses y desde diversas estancias se viene 
pidiendo que se evacuen los campos ante la imposibilidad de aplicar las medidas básicas de 
prevención ante el contagio, nada de eso se ha hecho. Mientras, ha ido creciendo la tensión 
y la desconfianza en Moria. La decisión de las autoridades de cerrar el campo para aislarlo 
alimentó el polvorín que se estaba fraguando. Ahora, el campo está totalmente arrasado por 
el fuego. Porque, desde mucho antes de que el fuego lo arrasara todo, la situación ya era 
terrible, no sólo desde el punto de vista sanitario. 


Con Inés Marco conocemos la situación actual en el campo y el contexto y políticas 
migratorias que han desembocado en un campo calcinado. 


Escucha aquí el audio de esta entrevista 


El programa completo del que forma parte esta entrevista puedes escucharlo aquí 
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VOCES COMO COCES 


La caída de Occidente 


- En la sección Una Ventana al Mundo de “El 
| Candelero” (RVK, 107.5 FM), el programa de la 
Asociación Cultural Candela conversamos con 
| Alberto Cruz sobre los últimos acontecimientos 
en Estados Unidos y la pérdida de la hegemonía 
occidental. 


El asalto al congreso de EEUU ha dado y está dando mucho de qué hablar: desde una 
insurrección a una bandera falsa, desde un intento de revolución de color al desesperado 
intento del estado profundo de destruir totalmente al trumpismo. Pero lo más interesante no 
está dentro de EEUU, sino en el significado que a este acontecimiento le está dando el mundo. 


Supone la visualización de algo que va más allá de EEUU, desde la pérdida de su imagen 
como faro de la democracia y del mundo libre a la decadencia social, política, económica y 
militar, que se puede apreciar en dos informes de entidades como el FMI y la OCDE donde 
se habla del debilitamiento del G-7 o la caída del dólar como moneda de reserva global. Este 
mes de enero se va a celebrar el Foro económico mundial en Davos, en el que emerge una 
preocupación profunda por el futuro del capitalismo. Comienza a hablarse del “gran reinicio” 
o de la construcción de un “capitalismo responsable”, pero no hay que hacerse ilusiones a 
corto plazo. Lo que sí parece claro es el que en países como China en los que se está 
produciendo un reforzamiento del sector estatal frente al privado, en contraste claro con el 
capitalismo, se están recuperando mejor tanto de la crisis sanitaria, como la económica que 
ha supuesto el coronavirus. ¿Estaremos ante una nueva era, algo parecido a lo que ya 
ocurriera en la URSS antes de su caída? 


Escucha aquí el audio de esta entrevista 


El programa completo del que forma parte esta entrevista puedes escucharlo en: Archive o 
Ivoox. 
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